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Demandante:
José Fernando Posada Jiménez     

Demandado:
Colpensiones

Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:


RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005. Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados. El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de junio de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 6 de junio de 2016, dentro del proceso que promueve el señor JOSÉ FERNANDO POSADA JIMÉNEZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00181-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Fernando Posada Jiménez que la justicia laboral declare que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990. Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 2 de noviembre de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 2 de noviembre de 1945, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 40 años de edad y cumpliendo los 60 años de edad el 2 de noviembre de 2005; cumplidos los requisitos mínimos exigidos, elevó el 5 de marzo de 2014 solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, la cual fue resuelta desfavorablemente mediante la resolución Nº GNR 285507 de 2014, bajo el argumento que no alcanzaba la densidad de semanas exigidas en la Ley 797 de 2003; para el 29 de julio de 2005 cuenta con 831 semanas cotizadas, de las 1027 que tiene acreditadas en toda su vida laboral.

Al dar respuesta a la demanda –fls.17 a 20- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor, la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez y el contenido del acto administrativo relacionado anteriormente. Frente a los demás hechos dijo que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

En sentencia de 16 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor José Fernando Posada Jiménez tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que solicita, por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en al Acuerdo 049 de 1990, desde el 1º de enero de 2013 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales; conclusión a la que llegó al encontrar que el actor tenía acreditadas más de 1000 semanas de cotización entre tiempos públicos y privados.

Por lo expuesto, condenó a Colpensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de enero de 2013 y el 31 de mayo de 2016, la suma de $27.495.325. Igualmente le ordenó a esa entidad, reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 27 de febrero de 2013, al encontrar que el accionante había hecho una primera reclamación el 27 de agosto de 2013, como se aprecia en la resolución Nº GNR 259659 de 2013.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es beneficiario el señor José Fernando Posada Jiménez del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO
Según el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Cuarta del Circulo de Manizales que se ve en el expediente administrativo allegado por Colpensiones en cd que obra a folio 34, el señor José Fernando Posada Jiménez nació el 2 de noviembre de 1945, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 48 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993; el cual puede extendérsele hasta el 31 de diciembre de 2014, pues de conformidad con la historia laboral allegada por Colpensiones –fl.36- y el certificado de información laboral expedido por el Ministerio de Defensa Nacional –fl.37-, a 29 de julio de 2005, fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005, él tenía cotizados o prestados servicios que corresponden a 808,87 semanas.

Los regímenes pensionales de los que podía beneficiarse el actor por haber prestado sus servicios tanto en el sector público como en el privado, son los previstos en el Acuerdo 049 de 1990 y en la Ley 71 de 1988.

El Acuerdo 049 de 1990 exige a sus afiliados hombres tener cumplidos 60 años de edad y acreditar 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.

Él cumplió los 60 años de edad el 2 de noviembre de 2005 y según la historia laboral –fl.36- en toda su vida laboral en el sector privado acredita 928 semanas, de las cuales 362.73 corresponden al periodo comprendido entre el 2 de noviembre de 1985 y la misma calenda del año 2005, por lo que no puede acceder al derecho por esta vía, como equivocadamente lo determinó la a quo, en consideración a que no era dable acumular a esos tiempos cotizados al régimen de prima media con prestación definida los tiempos de servicios prestados en el sector público con el fin de acreditar la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990; pues para acumular tiempos en ambos sectores con el fin de acceder a la gracia pensional se expidió la Ley 71 de 1988, normatividad bajo la cual se estudiará si el demandante tiene derecho a la pensión de jubilación por aportes.

En ese sentido, exige la Ley 71 de 1988 que el afiliado hombre cumpla 60 años de edad y acredite en toda su vida laboral por lo menos 20 años de aportes en el sector público y privado. Como ya se vio, el accionante cumplió la edad el 2 de noviembre de 2005, y además de las 928 semanas que acredita en el sector privada, también prestó sus servicios en el sector público entre el 1º de marzo de 1964 y el 30 de marzo de 1966, tiempo que equivale a 750 días que son iguales a 107,14 semanas, que sumadas a las cotizadas en el sector privado, acumulan un total de 1035.14 semanas, que equivalen a 20.13 años de servicios; por lo que tiene derecho el demandante a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes.

El monto de la pensión será igual al salario mínimo legal mensual vigente, en consideración a que esa fue en promedio la base salarial con la que el señor Posada Jiménez cotizó en toda su vida laboral. Como la totalidad de requisitos los cumplió el 31 de diciembre de 2012, el número de mesadas anuales a reconocer es de 13, de acuerdo con lo previsto en el Acto Legislativo 01 de 2005.

En cuanto al disfrute de la pensión, como ya se dijo, él acreditó la totalidad de requisitos para acceder a la pensión de jubilación por aportes el 31 de diciembre de 2012 cuando completó los 20 años de servicios exigidos en la Ley 71 de 1988 y ya tenía más de 60 años de edad; por lo que al haber hecho expresa su voluntad de desafiliarse del sistema el 27 de agosto de 2012 cuando solicitó el reconocimiento de la pensión, tal y como se evidencia en la resolución Nº GNR 259659 de 2013 –fls.38 a 40-, tiene derecho a disfrutar la prestación económica a partir del 1º de enero de 2013.

El retroactivo pensional causado entre el 1º de enero de 2013 y el 31 de mayo de 2017 asciende a la suma de $36.699.550, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que integrará el acta que se levante con ocasión de esta audiencia; advirtiendo que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción.

Se autoriza a la Administradora Colombiana de Pensiones que descuente del retroactivo pensional causado, el 12% correspondiente a los aportes al Sistema General de Salud.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 31 de marzo de 2009 radicación Nº 33.761, 12 de noviembre de 2009 radicación Nº 35.228 y SL-466 de 17 de julio de 2013 radicación Nº 44.363, ésta última con ponencia del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve, señaló que los intereses moratorios contemplados por ese texto legal operan respecto de las pensiones disciplinadas por el Sistema de Seguridad Social en Pensiones consagrado por esa Ley y en aquellas que sean reconocidas con base en el Acuerdo 049 de 1990 que se otorguen en vigencia de la Ley 100 de 1993; sin embargo, como al señor Posada Jiménez se le reconoció la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, no hay lugar al reconocimiento de los mismos.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO, CUARTO y SEXTO de la sentencia proferida el 16 de junio de 2016, los cuales quedarán así: 

“SEGUNDO. DECLARAR que el señor JOSÉ FERNANDO POSADA JIMÉNEZ tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988, a partir del 1º de enero de 2013.
CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del demandante por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de enero de 2013 y el 31 de mayo de 2017, la suma de $36.699.550; autorizándosele para que descuente del mismo el 12% correspondiente a los aportes al Sistema General de Salud.

SEXTO. CONDENAR en costas procesales a la entidad demandada y a favor de la parte actora en un 70%. Como agencias en derecho se fija la suma de $5.500.000.”.
SEGUNDO. REVOCAR el ordinal QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, para en su lugar absolver a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia consultada.

Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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